R.A.T. Y OT C/ MINISTERIO DE SALUD-IOMA S/ AMPARO S/ RECURSO DE QUEJA 

Mar del Plata, 11 de diciembre de 2008.
AUTOS Y VISTOS:

I. Las presentes actuaciones son objeto de tratamiento en esta alzada con motivo del recurso de queja articulado a fs. 24/26 por la demandada –I.O.M.A.- contra la providencia de fecha 3-XI-2008 dictada por la Sra. Juez integrante del Tribunal de Familia N° 2 del Departamento Judicial Mar del Plata, cuya copia obra a fs. 23 del presente legajo.

Mediante dicha resolución la Magistrada recondujo el recurso de apelación deducido por la accionada contra la sentencia de mérito dictada en el amparo, disponiendo su concesión y tratamiento como recurso de reconsideración en los términos del art. 852 del C.P.C.C., con sustento en la inexistencia del recurso incoado en el proceso de familia y aplicando al efecto el principio “iura novit curia”. 

II. La quejosa entiende que el a quo ha denegado el recurso de apelación interpuesto por su parte, y que el fundamento de tal denegatoria ha sido por demás dogmático y –al tiempo- alejado de la normativa aplicable y de la interpretación jurisprudencial conteste en el punto traído a despacho.  

Sostiene que el criterio adoptado por la juez de grado en el sentido de que no existe en el proceso de familia el recurso de apelación interpuesto resulta erróneo, toda vez que -en el caso- debió aplicarse la normativa que rige específicamente la acción de amparo. 

Considera inadmisible la resolución de la magistrada que aplica el procedimiento regulado para el fuero de familia en lugar del procedimiento de apelación previsto en los arts. 18 y 19 de la Ley 7166, cuando el objeto de la litis es una acción de amparo que –según expresa- ha sido promovida y tramitada por las normas que regulan dicho proceso.

Estima que el recurso de apelación que dedujera ha sido mal denegado y que la solución adoptada menoscaba el derecho de defensa en juicio consagrado por la Constitución Nacional al frustrar una vía apta para obtener el reconocimiento de su derecho. 

Pide se haga lugar a la queja, se declare mal denegada la apelación y se devuelva al Tribunal de origen para su concesión. Asimismo, hace reserva del caso federal.    

III. Encontrándose las presentes actuaciones en estado de resolver la queja articulada (cfr. fs. 27), corresponde señalar –en primer lugar- que el constituyente plasmó en la Carta Magna Provincial (art. 166 último párrafo) los parámetros para definir la competencia de los órganos judiciales específicos del fuero contencioso administrativo, siendo el ejercicio de función administrativa por parte de las personas que allí se mencionan la nota distintiva que caracteriza aquella atribución de competencia material.

A su turno, y a los efectos de armonizar dicha norma con las previsiones del art. 20 inc. 2° de la Carta Magna Provincial y del art. 4 de la ley 7166, la ley 13.101 incorporó modificaciones al capítulo VII de la ley 7166.

En concreto, el artículo 19 de la ley 7166 –modif. por ley 13.101- dispone: “De este recurso conocerá la Cámara de Apelación respectiva de la misma jurisdicción…  Cuando el objeto del amparo sea la impugnación de un acto administrativo, particular o general, de una omisión administrativa o de una vía de hecho las Cámaras de Apelación en lo Contencioso Administrativo conocerán como instancia de Alzada”.

Asimismo, el art. 18 de la ley 7166 establece que “Contra la sentencia, así como en los casos de los artículos 9 y 22 dictados por Juzgados o Tribunales de Primera Instancia, procede el recurso de apelación, que será concedido en ambos efectos cuando se acoja el amparo o se haga lugar a la medida de no innovar…”.

De lo expuesto se desprende –de un lado- la existencia de un régimen especial regulatorio de la acción de amparo, en el cual se prevé expresamente que la sentencia dictada en dicho proceso es susceptible de ser atacada por vía del recurso de apelación, y –del otro- que cuando la materia debatida en el amparo sea de naturaleza administrativa, la alzada competente para entender en aquel recurso será la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo, cualquiera fuere el órgano que intervino en la instancia de grado.

Ello permite concluir, además, que si por virtud de la específica competencia atribuida por el art. 19 de la ley 7166, esta Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo es el órgano legalmente habilitado para entender en el recurso de apelación que se interponga contra la sentencia de mérito dictada en el proceso de amparo –cuando concurran los presupuestos establecidos en dicha norma-, también lo es para resolver el recurso de queja que pudiera deducirse contra la denegación de aquél. 

IV. Sentado lo anterior, corresponde dilucidar si -en la especie- la resolución judicial impugnada por la demandada en la instancia de grado, admite el recurso de queja por apelación denegada planteado por el I.O.M.A. y, en consecuencia, si este último remedio resulta admisible, atento que el a quo ha considerado la apelación interpuesta como una reconsideración en los términos del art. 852 del C.P.C.C. (fs. 23).

Tal como se señalara anteriormente, la juez de trámite en el amparo ha resuelto que “Sin perjuicio de no existir en el proceso de familia el recurso de apelación interpuesto, cabe señalar que, … en virtud del principio “iura novit curia” la suscripta considerará lo peticionado como reconsideración en los términos del art. 852 del C.P.C.C.…”.

En tal sentido, cabe señalar que el ordenamiento ritual prevé el mecanismo a seguir ante la denegación del recurso de apelación. El recurso de queja por apelación denegada reglamentado en el art. 275 del C.P.C.C. es el medio a través del cual el órgano ad quem revisa la decisión del inferior en grado respecto a la admisibilidad de la apelación. Este sistema fue estatuído con el fin de evitar la violación del derecho de defensa en juicio y posibilitar el ejercicio efectivo de la doble instancia en aquellos procesos para los que ésta se encuentre legalmente prevista.

En consecuencia, siendo el amparo uno de tales procesos, regulado por una ley especial que, además, prevé específicamente el recurso de apelación como medio idóneo y pertinente de impugnación de ciertas decisiones que se dicten en aquél –entre ellas, la sentencia de grado-, estableciendo asimismo el órgano de alzada que –según el caso- habrá de entender en dicho recurso, cabe concluir que resulta formalmente admisible la queja articulada ante la decisión de la Magistrada del Tribunal de Familia que otorgó al recurso de apelación deducido por el I.O.M.A. contra la sentencia de mérito el carácter de recurso de reconsideración en los términos del art. 852 del C.P.C.C., toda vez que el a quo debió limitarse a conceder o denegar la apelación planteada en el marco del proceso de amparo y por aplicación de sus normas específicas, importando lo actuado en el caso la configuración del supuesto de apelación denegada contemplado por el art. 275 del C.P.C.C. Y ello es así, sin perjuicio de la errónea invocación del art. 292 del C.P.C.C. efectuada por la recurrente, desde que corresponde a los jueces determinar el encuadramiento legal de los hechos alegados por las partes -con prescindencia del derecho invocado por éstos- en tanto no se altere la relación procesal (conf. doct. S.C.B.A. causa Ac. 83.161, “B.M.” sent. del  9-XII-2004).
Como acertadamente tiene dicho la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mar del Plata –Sala II-, si bien el Fuero de Familia está diseñado sobre la base de tribunales colegiados de instancia única (art. 54 bis, Ley 5827, incorporado por Ley 11453) donde el recurso de apelación resulta extraño (art. 852 del C.P.C.C.), no lo es menos que ello es así sólo en aquellas causas cuya competencia le es asignada por el art. 827 del código adjetivo y que se rigen por las normas procesales enumeradas en el libro VIII, títulos I, II, III y VI y no para las que transitan el carril de la garantía constitucional del amparo -arts. 1, 4, 10, 18 y ccdts. de la ley 7166- (cfr. in re “Cabrelli”, res. del 12-II-2007).
Por tanto, corresponde acoger la queja y conceder el recurso de apelación articulado por la accionada (art. 275 del C.P.C.C.).
V. Siendo que el recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de sentencia (art. 253 del C.P.C.C.), resulta mandatoria para esta Alzada la tarea de verificar si la decisión apelada reúne los recaudos formales para ser considerada un pronunciamiento judicial válido.

En la especie, el fallo glosado en copia a fs. 136/144 fue suscripto por una sola magistrada de las tres integrantes del Tribunal de Familia N° 2 del Depto. Judicial Mar del Plata. Ello acarrea la nulidad de lo resuelto, en tanto el pronunciamiento fue dictado en carácter de sentencia definitiva en un proceso de amparo, donde los Tribunales Colegiados –como resulta ser el Tribunal de Familia sorteado para entender en la causa- deben fallar las causas en Acuerdo, pues la alocución “cualquier juez” contenida en el art. 20 apartado 2 de la Constitución provincial, cuando interviene este tipo de órganos jurisdiccionales, debe ser leída como referida al Tribunal en pleno y no a cada uno de sus integrantes (arg. Resoluciones S.C.B.A. N° 1358/06 y 1522/06; art. 54 quater ley 5827, actualmente en vigencia ante la no puesta en funcionamiento en el Dto. Jdcial. Mar del Plata de los órganos establecidos por la ley 13.634, ver Acta del 21-X-2008, ratificada por Resolución S.C.B.A. N° 3129/08). 

POR ELLO, esta Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata,

RESUELVE:

1. Declarar competente a esta Cámara para intervenir como alzada en la presente queja (arts. 166, 5to. párrafo y 20 ap. 2° de la Const. pcial.; arts. 18 y 19, 2da. parte de la ley 7166; arg. arts. 275 y sgts. C.P.C.C.).

2. Hacer lugar –por los fundamentos expuestos en los considerandos que anteceden- al recurso de queja interpuesto por la demandada (art. 276 del C.P.C.C.) y –consecuentemente- declarar la admisibilidad formal del recurso de apelación (comprendiendo el de nulidad del art. 253 del C.P.C.C.) interpuesto contra la sentencia de fecha 3-XI-08 –fs. 19/22- (art. 276, segundo párrafo del C.P.C.C.; arts. 18 y 19 ley 7166).

3. Declarar, en el marco del recurso previsto en el art. 253 del C.P.C.C., la nulidad del fallo que en copia certificada luce agregado a fs. 9/17 por no haber sido suscripto por el Tribunal de Familia N° 2 del Depto. Jdcial Mar del Plata, en pleno (arg. Resoluciones S.C.B.A. N° 1358/06 y 1522/06; art. 54 quater ley 5827, actualmente en vigencia ante la no puesta en funcionamiento en el Dto. Jdcial. Mar del Plata de los órganos establecidos por la ley 13.634, ver Acta del 21-X-2008, ratificada por Resolución S.C.B.A. N° 3129/08).

Regístrese y notifíquese. Fecho, por Secretaría remítase el presente Expediente al Tribunal de Familia N°2 de Mar del Plata para su incorporación a los autos principales y a los efectos que –por derecho -correspondan. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
